PROYECTO DE LEY

El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de

LEY

Art. 1: Declárase necesaria la reforma parcial de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires.

Art. 2: Adóptase para la reforma parcial de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires el procedimiento de enmienda establecido en el artículo 206 inciso b) de la constitución de la Provincia de Buenos Aires.
Art. 3: La necesidad de la reforma se declara para el Art. 110. Capítulo VI, ¨Procedimiento para la formación de las leyes¨.

Art. 4: Modifícase el artículo 110 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, el que quedará redactado de la siguiente manera:

¨Cuando un proyecto de ley hubiere sido vetado total o parcialmente por el Poder Ejecutivo será considerado primero en la Cámara de origen, pasando luego a la revisora, y si ambas insisten en su sanción por el voto de los dos tercios de sus miembros presentes, el proyecto será ley y el Poder Ejecutivo estará obligado a promulgarlo. En caso contrario no podrá repetirse en las sesiones de aquel año. 
Ambas Cámaras deberán considerar las observaciones en un plazo perentorio de sesenta (60) días hábiles.

No tratadas las observaciones en dicho plazo, las mismas deberán ser tratadas en la primera sesión siguiente al vencimiento del plazo.  
No podrán promulgarse ni publicarse leyes vetadas parcialmente que no hayan recibido tratamiento oportuno en las Cámaras.¨
FUNDAMENTOS

A través del presente proyecto de ley se modifica el artículo 110 de la Constitución Provincial, el cual regula el tratamiento que las Cámaras Legislativas deben darle a los vetos, sean totales o parciales, del Poder Ejecutivo, determinando un plazo perentorio para que la Legislatura exteriorice su voluntad de rechazar o no el veto realizado por el Poder Ejecutivo.

Para asegurar una efectiva división de poderes es esencial reglar las funciones de cada uno de ellos y delimitar con precisión hasta dónde llegan las incumbencias de los mismos.

Una efectiva división de poderes asegura y reafirma la democracia.

Función del Poder Legislativo. El veto y la insistencia.
Siguiendo al maestro Quiroga Lavié ¨el Congreso es el órgano de gobierno por excelencia dentro de la distribución de funciones que hace la Constitución. Es el depositario de la soberanía del pueblo. (…) El Congreso es quien hace la ley, en su sentido plenario e integral. Si bien es cierto que la creciente complejidad técnica del gobierno en la sociedad actual limita su capacidad operativa, no es menos cierto que la potestad legisferante no puede ser delegada. (…) La función legislativa es la función de establecer normas de carácter general o particular, sea regulando la actividad de los órganos públicos del Estado o restringiendo y/o regulando la conducta de los particulares, en estos casos el procedimiento de creación del derecho está reglado por la misma Constitución  Nacional en el Capítulo V sobre formación y sanción de las leyes (art. 77/84) y supone la vigencia del subprincipio de cooperación, pues el Poder Ejecutivo colabora en dicha formación: especialmente promulga y publica las leyes, pero también las puede iniciar y vetar.¨ ( Derecho Constitucional Argentino, Tomo II, Capítulo III, editorial Rubinzal-Culzoni, 2001).

El artículo 108 de la Constitución de nuestra Provincia autoriza al Poder Ejecutivo para desechar en todo o en parte un proyecto que provenga del Congreso para su examen. Esta atribución es conocida doctrinariamente con el nombre de veto, medio por el cual el gobernador impide transitoriamente que el proyecto sancionado por el Congreso se convierta 
en ley, ya que demanda una nueva intervención del mismo, quien tiene la posibilidad de insistir en su postura inicial. 

El veto cumple dos funciones: por un lado sirve como protección de las atribuciones y prerrogativas del Poder Ejecutivo de la intrusión del Poder Legislativo, y por el otro es una ¨garantía más contra la expedición de leyes indebidas ya sea por su forma o contenido¨. (El Federalista, 1788)

En cuanto a la insistencia, la misma es un mecanismo más de peso y contrapeso entre ambas ramas del gobierno. Mediante la insistencia, el Congreso puede revertir el veto, permitiendo así la promulgación de la ley tal como fue originalmente sancionada.

Es decir que el veto es un poder reactivo otorgado al Poder Ejecutivo para el control de la legislación sancionada por el Congreso y consiste en la facultad de observar un proyecto de ley. 
Vale decir que el veto, aunque mantiene su función original de freno al avance del poder legislativo, es un recurso de poder más con el cual cuenta el Poder Ejecutivo para ejercer el control político  ya sea de su propia fuerza o bien de la oposición.    

El maestro Bidart Campos explica: ¨Nuestro derecho constitucional del Poder reconoce al Poder Ejecutivo la facultad de observar los proyectos de ley sancionados por el Congreso. Regula dicha facultad en la parte dedicada a la formación y sanción de las leyes, o sea, en la referente al Congreso. Ello muestra claramente que el Ejecutivo concurre al acto complejo de la ley, pero no legisla; o dicho  en otros términos, que la ley requiere de la voluntad de dos órganos _Congreso y Presidente_ bien que en la fase constitutiva sólo actúe el primero, y que dicha fase sea la de ejercicio exclusivo de la función legislativa. 

La facultad de vetar, no obstante insertarse en una de las etapas o fases del proceso legislativo, no atañe a la función legislativa en sí misma _que se cumple solamente, y a cargo del Congreso, en la fase constitutiva de sanción_; y por eso, el acto del veto carece de esencia legislativa, para ser típicamente un acto de naturaleza política. 

Con el veto presidencial cobra relieve la gravitación de voluntad de uno de los órganos, PE, en el proceso de formación de la ley y en el acto complejo que es la misma ley. No hay ley si falta el acto concurrente del Ejecutivo. Y falta cuando éste veta en todo o en parte un proyecto sancionado.
El veto asume la característica de un modo de control de un órgano sobre otro. El acto del Congreso, consistente en la sanción del proyecto, queda frenado por la oposición presidencial. Para superarla, el Congreso debe insistir, o sea reiterar su voluntad sancionadora. Ese control exteriorizado en el veto es producto del examen del proyecto sancionado, que la Constitución pone a cargo del Poder Ejecutivo, y en el cual pueden ponderarse razones de constitucionalidad, de oportunidad, de conveniencia, etc., y hasta jugar, a veces, factores de otras índole (crisis de partidos políticos, oposición partidaria, presiones, etc.)¨. (¨Veto parcial y promulgación parcial de la ley¨)  
Acerca del veto parcial Bidart Campos expresa lo siguiente: ¨el PE observa. Y observa todo el proyecto, o una parte de él. Pero dice el art. 83 de la CN que el proyecto ¨vuelve con sus objeciones a la cámara de origen¨, o sea el texto sancionado íntegro, y no sólo la parte objetada. Primera conclusión: el PE puede vetar sólo una parte del proyecto, o sea hay veto parcial. Segunda conclusión: la parte no observada queda aprobada, es decir ya no puede recaer sobre ella el veto. 

Pero qué le ocurre a la parte no vetada que queda aprobada? Si todo el proyecto es y debe ser reenviado al Congreso, el PE no puede promulgar parcialmente el texto no vetado. O sea no hay promulgación parcial del proyecto de ley, hacerlo es inconstitucional.

La posibilidad de promulgar y publicar un proyecto vetado parcialmente nace en el año 1994 con la reforma de la Constitución Nacional. Fue materia discutida en el núcleo de coincidencias básicas el artículo 80, el cual expresa, en su parte pertinente: ¨Los proyectos desechados parcialmente no podrán ser aprobados en la parte restante. Sin embargo, las partes no observadas solamente podrán ser promulgadas si tienen autonomía normativa y su aprobación parcial no altera el espíritu ni la unidad del proyecto sancionado por el Congreso.¨

Es decir que a partir del año 1994 se faculta al Poder Ejecutivo Nacional a promulgar proyectos vetados parcialmente, si se cumple con los recaudos previstos por la ley fundamental. 

Pero esto esta previsto expresamente en la Constitución Nacional, no en nuestra provincia. Y no puede por analogía extenderse a ella.  

En aquellas provincias que guardan silencio sobre la posibilidad de promulgar el proyecto de ley observado en la parte no vetada, debe descartarse la posibilidad legal de una promulgación parcial. Para que esta sea constitucionalmente viable, es menester que la misma Constitución lo establezca.

Por otro lado la discusión en la Constituyente del 94 acerca del tema de los vetos ha dado lugar a serias y fundadas oposiciones a la nueva redacción del art. 83. Entre ellas citamos la opinión del constituyente Natale, quien expresara: ¨Toda esta conjunción de elementos acentuantes del poder presidencial se completa con el veto parcial y promulgación automática de la norma. Esto está reñido en forma total con el espíritu de la Constitución de 1953, que dispone que cuando hay un veto toda la ley observada debe ser remitida al Congreso para que insista en su sanción o no. Algunas veces se admitió, por ejemplo en materia de presupuesto, que el Poder Ejecutivo vetara algunos artículos y promulgara el resto. En los últimos años comenzó a hacerse una práctica común. Durante la presidencia del Dr. Alfonsín, y más aún en la del Dr. Menem, el veto parcial y promulgación de la parte residual de la ley empezó a ser práctica corriente. Últimamente pareciera que el Poder Ejecutivo toma un lápiz y tacha comas, adjetivos, sustantivos y todo lo que tiene a mano para acomodar una ley. Recuerdo que un día un grupo de legisladores estábamos hablando con el ministro de economía sobre este tema, y observábamos el veto parcial que el Poder Ejecutivo había hecho a la ley sobre marco regulatorio de gas, que se había discutido mucho en el Congreso, nos dijo: ¨Algún día ustedes van a votar una ley que diga ´no se puede robar´, nosotros vamos a vetar ´no´ y la vamos a promulgar¨. Desde luego era una broma del ministro, pero traduce el espíritu de usar esta institución para acomodar las leyes al antojo del Poder Ejecutivo.

Entonces, si tenemos la reelección, los decretos de leyes, la delegación legislativa y el veto parcial con promulgación, ¿de qué atenuación del poder presidencial me están hablando?. Vamos a transformar el Congresos de la Nación en un enorme palacio muy vistoso pero vacío de poder, y concentraremos enormes potestades legislativas en el órgano ejecutivo. Esta realidad concreta de la reforma constitucional que se va a aprobar en esta Convención.¨       

La posición de que el PE puede vetar parcialmente pero no puede promulgar el resto admite una objeción apuntada desde un enfoque de dinámica constitucional. Se arguye que si el Ejecutivo necesita de la ley para cumplir su programa de gobierno, y vetando sólo alguna de sus partes se ve impedido de promulgar el resto, optará por no ejercer el veto parcial para lograr el objetivo primordial de poner en vigencia la ley que, de otro modo, retardaría íntegramente su entrada en vigor. O sea, se disminuye el margen real de disponibilidad del Ejecutivo, constriñéndolo, en su voluntad decisoria, a optar entre no vetar o vetar  todo.

Nos hacemos cargo de la situación, y comprendemos que, efectivamente, para salvar la aplicación de la ley en su parte fundamental, posiblemente el ejecutivo impedido de promulgarla parcialmente en esas disposiciones, abdicará de su facultad de vetarla fragmentariamente. Pero eso es una cuestión de prudencia política y de elección entre dos vías: decidir si es mejor promulgar toda la ley, resignando objeciones parciales, o si resulta preferible retardar dicha promulgación pero salvar el punto de vista presidencial vetado una parte.        

De todas formas, creemos que no se limita la facultad de vetar al Ejecutivo, dado que al establecer un plazo perentorio y rápido para el tratamiento de las observaciones emitidas, las mismas serán tratadas y no habrá así demasiada demora para que se ponga en vigencia la ley.   
Antecedentes nacionales y provinciales:
La facultad de reglar este instituto constitucional ha sido ejercida por la Legislatura Nacional por la ley 13640 y sus modificatorias, y por algunas legislaturas provinciales, logrando una mayor eficiencia en los recursos utilizados en el procedimiento para la formación de leyes. 

Algunas constituciones provinciales tienen normado tal procedimiento estableciendo términos perentorios para el tratamiento parlamentario de las leyes vetadas total o parcialmente por el Gobernador.    

En tal sentido la Constitución de la Provincia de Neuquén (1994) en su artículo 109 señala que:  ¨Todo proyecto no sancionado definitivamente en cuatro períodos consecutivos de sesiones, caduca…¨.

La Norma Fundamental de la Provincia de Salta (1998) regula un plazo menor en su artículo 131: ¨teniendo cada Cámara un plazo perentorio de cuarenta y cinco días para su tratamiento en sesiones ordinarias, o convocando de inmediato a sesiones extraordinarias con igual plazo si estuviere en receso. Transcurrido dicho plazo sin haber sido tratada, la parte observada queda definitivamente desechada.¨

Dentro del procedimiento para la formación y sanción de las leyes que la Constitución de la Provincia de Córdoba (2001) establece, se fija el término de treinta días para que la legislatura trate el proyecto observado, transcurrido el mismo el proyecto queda desechado. (artículo 110).

De la misma forma, la ley 4974 de la Provincia de Chaco establece en su artículo 4 un plazo de noventa días para el tratamiento del veto en la Legislatura por las Comisiones permanentes de Asesoramiento de las Cámaras, vencido este plazo el Cuerpo Legislativo deberá expedirse sobre el veto en la primera sesión siguiente.

En cambio la ley 2551 de la Provincia de Misiones  regula el plazo de un año para la consideración de las observaciones del Ejecutivo, transcurrido dicho plazo el proyecto se tendrá por desechado.

Por su parte la Constitución de la Provincia de Río Negro en el artículo 146 regula la promulgación parcial de las leyes: ¨ Vetado en parte un proyecto por el Poder Ejecutivo no podrá éste promulgar la parte no vetada, excepto respecto a la ley de presupuesto que cuando fuere vetada sólo será reconsiderada en la parte observada, quedando en vigencia lo restante¨. 

La Constitución de la Provincia de La Pampa posee una reglamentación en detalle sobre el punto, en su artículo 70 norma: ¨ Sancionada una ley se remitirá al Poder Ejecutivo para que la promulgue o la vete en todo o en parte dentro del término de diez días de su recepción. Vetada en todo o en parte volverá con sus observaciones a la Cámara, la que la discutirá de nuevo y si la confirmase en el término de treinta días por dos tercios de votos de los miembros presentes, pasará al Poder Ejecutivo para su promulgación y publicación.
La Cámara podrá aceptar por simple mayoría de votos las modificaciones u observaciones que le hubieren hecho, en cuyo caso será promulgada con las mismas. No vetada en el término previsto se considera promulgada.
Vetado en parte un proyecto de ley por el Poder Ejecutivo no podrá promulgarse en la parte no vetada, con excepción de las leyes de presupuesto y de impuestos que entrarán en vigencia en la parte no observada.

No existiendo los dos tercios para la insistencia, ni la mayoría para aceptar las modificaciones propuestas por el Poder Ejecutivo, no podrá volver a tratarse en el curso del año.

Los términos a que se refiere el presente artículo se computarán por días hábiles.¨  

En el ámbito nacional, la ley 13640, promulgada el 30 de septiembre de 1949, con las modificaciones introducidas por las leyes 23821 (1990) y 23992 (1991), regula en su artículo 3 lo siguiente : ¨Los proyectos de ley o parte de ellos que el Poder Ejecutivo devuelva observados en uso de la facultad que le acuerda el artículo 72 de la Constitución Nacional, que el Congreso no confirme en el año parlamentario en que fueran devueltos o en el siguiente, se tendrán por caducados.¨
Doctrina:

El Dr. Salvador Dana Montaño tiene dicho que   ¨Cada una de las palabras empleadas por la Ley fundamental para establecer esta atribución del Presidente de la República, como todas las que se refieren a derechos y facultades en nuestra Constitución, tienen un valor por sí y en relación con las demás partes de la misma, que debe analizarse minuciosamente, para determinar su significado y alcances. También lo que se calla, o no se expresa, tiene su valor es esta rama del derecho público. El inc. 3 del art. 99  dispone que el Presidente ¨participa en la formación de las leyes con arreglo a la Constitución, las sanciona y promulga¨, refiriendo a actos de distinta naturaleza en el proceso de elaboración de la norma jurídica. Se correlaciona con el art. 77 que dispone que ¨las leyes pueden tener origen en cualquiera de las Cámaras del Congreso, por proyectos presentados por sus miembros o por el PEN, salvo las excepciones que establece esta Constitución¨; con el art. 78 se dice: ¨aprobado (un proyecto de ley) por ambas Cámaras, pasa al Poder Ejecutivo de la Nación para su examen y, si también obtiene su aprobación, lo promulga como ley¨, y con el art. 80 que dispone que ¨se reputa como aprobado por el PEN todo proyecto no devuelto en el término de 10 días¨, y con el art. 83 que en su parte pertinente, dice así: ¨desechado en el todo o en parte un proyecto por el PE, vuele con sus objeciones a la Cámara de su origen…Si ambas Cámaras lo sancionan por igual mayoría, el proyecto es ley y pasa al PE para su promulgación¨. (La Ley-1966)
De acuerdo pues con estas disposiciones compete al Presidente: 1) iniciar la formación de leyes, con la sola excepción enunciada, mediante proyectos, como hace cualquier legislador, 2) examinar y aprobar los proyectos aprobados por las Cámaras legislativas y, en caso de o hacerlo, promulgarlas como leyes, 3) observar, objetar o vetar, total o parcialmente, los proyectos que no apruebe en el todo o en cualquiera de sus partes, y devolver el proyecto con sus objeciones a la Cámara de origen para ser de  nuevo discutido por el Poder Legislativo, 4) promulgar los proyectos aprobados por ambas Cámaras, cuando los aprueba y cuando las Cámaras los sancionan con la mayoría especial.

La letra de estos dispositivos constitucionales no deja margen para entender que vetada, en parte, un proyecto de ley por el PE, éste pueda promulgar la parte no observada por el mismo, y devolver solamente la parte objetada. Para que fuera pertinente la promulgación parcial sería menester que así lo dijera expresamente el texto constitucional. 

Para nuestra CN el veto, aunque no sea total, suspende la vigencia de la sanción legislativa hasta que el órgano legislativo se pronuncie en definitiva acerca de las observaciones u objeciones que le opone el PE, y la suspensión afecta o alcanza a la parte no observada.          

El régimen de nuestra provincia fija expresamente un único de caso en que una ley vetada parcialmente puede promulgarse: el art. 108 en su último párrafo regula: ¨en cuanto a la ley general de presupuesto, que fuese observada por el Poder Ejecutivo, sólo será reconsiderada en la parte objetada, quedando en vigencia lo demás de ella.¨.
Ello así, sólo en el caso que la Constitución lo establezca expresamente, la promulgación puede ser parcial; de lo contrario, la parte no observada no podrá ser promulgada, debiendo volver al Poder Legislativo, para su revisión.

Tal como afirma el autor ¨incuestionablemente, el régimen más sabio, en sentido de la prudencia política, es el que adoptan las constituciones que prohíben poner en ejecución la ley, en la parte no vetada, con excepción de que del caso que ésta sea la de presupuesto, por razones obvias, y que ordenan la reconsideración integral del proyecto aprobado por el Legislativo, aunque las observaciones sean solamente a una parte del mismo, lo que implica la necesidad de devolver todo el proyecto a la Legislatura con sus observaciones¨.

La Constitución Nacional, por otra parte, no establece las consecuencias del silencio del Poder Legislativo respecto de las observaciones opuestas por el Ejecutivo a un proyecto de ley aprobado por aquél, ni fija plazo para que el Legislativo se expida sobre ellas. 

La constitución santafesina en su artículo 59 prescribe: ¨Vetado en todo o en parte un proyecto por el Poder Ejecutivo, vuelve con sus observaciones a la Cámara de origen, la que, si en votación nominal lo confirma por mayoría de dos tercios de los votos presentes, lo remite a la Cámara revisora, y si ésta también se expide de igual manera, el proyecto queda convertido en ley y se comunica al Poder Ejecutivo para su promulgación.

Si ambas Cámaras no insisten con dicha mayoría, el proyecto no puede repetirse en las sesiones del año. Si el veto ha sido parcial y las Cámaras aprueban por simple mayoría las enmiendas propuestas por el Poder Ejecutivo, el proyecto, con éstas, queda convertido en ley.

La Legislatura debe pronunciarse sobre el veto del Poder Ejecutivo dentro del término de un mes de comunicado, o, en su caso, de iniciado el período ordinario de sesiones; en su defecto, se considera rechazado el proyecto.

El veto parcial de la ley de presupuesto no implica la necesidad de devolverlo totalmente a la Legislatura y puede promulgarse en las partes no observadas.

Obsérvese que la consecuencia es grave: aún en caso de veto parcial, si la Legislatura no se pronuncia dentro del término señalado, el proyecto entero se considera rechazado, no sólo la parte observada. 

A su vez la Constitución de Entre Ríos regla: ¨si el Poder Ejecutivo desechara en todo o en parte un proyecto de ley sancionado, vuelve con sus observaciones a la Legislatura, debiendo el Presidente de la Asamblea pasarlo sin más trámite a las comisiones de ambas Cámaras que tuvieron a su cargo el estudio del proyecto, las que constituidas en una sola comisión, deberán estudiar las observaciones del Poder Ejecutivo, debiendo expedirse dentro de un plazo no mayor de diez días.

Transcurrido dicho término y aunque la comisión no se hubiere expedido, dentro de las cuarenta y ocho horas subsiguientes, las Secretarías de ambas Cámaras citarán para un término no mayor de tres días a sesión plenaria de la Legislatura, la que deberá pronunciarse dentro de los quince días a contar de la fecha establecida en la primera convocatoria. A este efecto, regirán las disposiciones contenidas en el artículo 67.

Si la Asamblea no se expidiera dentro del plazo señalado, se considerará rechazado el proyecto, en caso de veto total, y se tendrán por aprobadas las proposiciones del Poder Ejecutivo, si el veto fuera parcial.¨ (artículo 88). 
De la necesidad de la reforma constitucional

El artículo 110 de nuestra Ley Fundamental provincial contempla una de las formas de limitación al ejercicio del veto por parte del Poder Ejecutivo, ella es la insistencia calificada de las Cámaras para que el proyecto vetado se convierta en ley.

Tal instituto ha sido consagrado para prevenir los excesos en que eventualmente podría incurrir el órgano ejecutivo trabando la labor de la Legislatura.  

Ante la desavenencia entre los Poderes Ejecutivos y Legislativo, la Carta Magna Provincial da respuesta para superarlo, al asignar valor preferente a la voluntad de la Legislatura cuando ella se exterioriza por una mayoría de dos tercios de sus miembros presentes en cada Cámara, rechazando de esta forma el veto decretado por el Poder Ejecutivo y obligando a éste a promulgar el proyecto de ley observado.

Para que las Cámaras exterioricen esa voluntad legislativa predominante, el artículo 110 de la Constitución provincial no ha previsto plazo alguno, evidenciando una falencia en este instituto.

Por tanto lo que motiva la necesidad de la reforma constitucional es el vacío jurídico, la laguna legal que se produce por no contar con una adecuada reglamentación sobre los vetos. Y esa laguna legal produce inseguridad jurídica, a la vez que deja sin llenar un espacio que por vacío atenta contra la democracia, dado que en la práctica lo que sucede es que entran en vigencia leyes que no han cumplido todo el iter legislativo, quedando por tanto  incompleto el trámite parlamentario.

Al no contar la Legislatura con un plazo perentorio en la que se la obligue a tratar los vetos, en la vida ordinaria se crean situaciones de inseguridad e incertidumbre en el ciudadano respecto de la estabilidad del derecho vigente, máxime aún, cuando el Poder Ejecutivo ha adoptado como práctica usual el veto y la promulgación parcial de las leyes.

Por ello en el presente proyecto de ley, además de introducir un plazo explícito e ineludible para el tratamiento del veto, proponemos la prohibición de promulgar y publicar leyes vetadas parcialmente, para que se de cumplimiento al procedimiento de formación y sanción de las leyes. 

El establecer un plazo para ejercitar la insistencia sobre el proyecto de ley vetado se atiende al principio de razonabilidad, ya si la Legislatura esta en disconformidad con el ejercicio del poder de veto, la insistencia deberá realizarse en un tiempo acertado y oportuno. 
Fundamentalmente lo que nos motiva a impulsar una reforma en este sentido es mitigar el sistema fuertemente presidencialista que se ha instaurado en  nuestro país y por ende en los ejecutivos de las provincias, afectando la democracia.

Tal como expresaran Guillermo Estevez Boero, Norberto La Porta y Alfredo Bravo en la Convención Constituyente del ´94: ¨el presidencialismo argentino ha derivado con el transcurso del tiempo y la praxis institucional en un exceso de dificultades y concentración de poderes que ha socavado su legitimidad democrático. El sistema presidencialista ha generado un gran divorcio entre la voluntad popular y el gobierno. Las políticas de gobierno se diseñan y ejecutan sin intervención parlamentaria. Hay una suerte de inhibición democrática y una verdadera proscripción del consenso. Una de las cuestiones que coadyuvan a esto es el escaso poder de iniciativa política del Legislativo, que suele ser obstaculizado por el veto del Presidente o por la promulgación parcial. Es necesario establecer límites al poder presidencial para que su tendencia a incrementar sus atribuciones no degenere en autoritarismo. La demarcación más precisa y terminante es, en principio, su reducción y limitación a sólo el poder político, con prohibición de estatuir por sí en lo que es dominio de la Legislatura y de los Tribunales.¨           

Por las razones de hecho y de derecho expuestas solicito a los Sres. Diputados me acompañen con su voto afirmativo en esta iniciativa de reforma constitucional.      

